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SÍNTESIS DEL PROYECTO                                          

A través de este proyecto de Ley Estatutaria se regula el derecho de Libertad de Conciencia, así como el ejercicio del derecho fundamental de toda persona a objetar el cumplimiento de una obligación jurídica por resultar contraria a sus propias convicciones profundas y sinceras, sean de carácter moral, filosófico, religioso, axiológico, político y ético.
El derecho fundamental de Libertad de Conciencia está reconocido en el artículo 18 constitucional en los siguientes términos: “Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia”.

Algunas de las manifestaciones del derecho de Libertad de Conciencia enunciadas en la norma constitucional son, precisamente, (i) la de no ser molestada ninguna persona por razón de las convicciones o creencias propias, (ii) la de no ser compelida a revelarlas y (iii) la de no ser obligada a actuar en contra de su conciencia. 

Como se resalta en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley No. 022 de 2011, el artículo 18 constitucional, a diferencia de otras disposiciones que regulan derechos fundamentales, determina de manera específica el sujeto titular del derecho de Libertad de Conciencia. Para tal efecto, la norma utiliza el pronombre indefinido “nadie” que significa “ninguna persona”, sin determinar ni clase ni número, con lo cual es razonable afirmar que si el texto constitucional no discrimina, el intérprete tampoco puede hacerlo. De esta forma, constitucionalmente ninguna persona (las personas naturales y las personas jurídicas) puede ser obligada a actuar en contra de su conciencia. 

El derecho de Libertad de Conciencia es, entonces, como se desprende objetivamente del texto constitucional, la libertad para formar libremente la propia conciencia y para actuar conforme a los imperativos de la misma, ya sea individual o colectivamente; y supone tanto la libertad para no ser molestada la persona por razón de las convicciones o creencias propias ni compelida a actuar en contra de ellas, como la libertad para objetar en conciencia y resistirse a obedecer un imperativo jurídico que pugne con las creencias religiosas o las convicciones morales y éticas propias. 
En nuestro ordenamiento constitucional, según se dispone en el artículo 41 del Decreto 2591 de 1991 y como también lo ha señalado de manera específica la Sala Plena de la Corte Constitucional, el derecho fundamental de Libertad de Conciencia es un derecho fundamental de aplicación inmediata y, por tanto, es susceptible de protección por vía de tutela sin que sea necesaria ninguna reglamentación
. 

Por su parte, el derecho de la Objeción de Conciencia no ha sido reconocido expresamente en la Constitución Política, pero por vía de interpretación jurisprudencial la Corte Constitucional lo ha reconocido como un derecho aparejado al de la Libertad de Conciencia consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política
. Ahora bien, los Tratados Internacionales ratificados por Colombia, que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad sustentan la postura de la Corte Constitucional al reconocer el carácter fundamental del derecho a objetar por motivos de conciencia, como parte integrante del derecho a la Libertad de Conciencia. 

Por tratarse de un tema de trascendencia ética y jurídica, ha sido presentado para la consideración, el análisis, el debate y la aprobación de la Comisión Primera el Proyecto de Ley Estatutaria No. 022 de 2011 en el que, entre otros aspectos, se determina el objeto de los derechos de Libertad de Conciencia y de Objeción de Conciencia; se definen los límites al ejercicio de los mismos y se contemplan algunos eventos en los que puede invocarse el derecho de Objeción de Conciencia sin que con ello se desencadenen consecuencias negativas para el objetor.


COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA

Mediante comunicación de fecha 02 de agosto de 2011, se nos informó la designación como Ponentes para primer debate del presente Proyecto de Ley Estatutaria de conformidad con el artículo 150 de la Ley 5° de 1992.

COMENTARIOS DE LOS  PONENTES
INTRODUCCIÓN
La más evidente de las conclusiones arrojadas por la Audiencia Pública que se llevó a cabo el miércoles 24 de agosto de 2011 en el recinto de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes es que el ejercicio de la Libertad de Conciencia y del Derecho de la Objeción de Conciencia no son temas pacíficos sino que suscitan controversia; pero dada su trascendencia para el desarrollo constitucional de nuestro país es bienvenido el debate sano, equilibrado y profundo sobre las diversas posiciones que plantean para el Legislador el reto de valorarlas para finalmente plasmarlas en un cuerpo normativo.

Tal como se afirma en la exposición de motivos del Proyecto de Ley, “No existe democracia, ni Estado de Derecho sin el reconocimiento y plena efectividad de los derechos de libertad, que se traducen en actuar y vivir conforme a lo que se piensa y a lo que se cree”. Por lo tanto, el papel del Congreso de la República es determinante en el desarrollo de la cultura constitucional del país y en el fortalecimiento de la democracia a través de la fijación de parámetros para la legítima invocación de la objeción de conciencia como mecanismo indiscutible de protección de la Libertad de Conciencia.

El Proyecto de Ley presentado, como lo expresó el exmagistrado de la Corte Constitucional Carlos Gaviria Díaz en la mencionada Audiencia Pública, puede entenderse como una “Carta de Paz” entre el Congreso de la República y la Corte Constitucional, en el entendido de que uno y otra deben, de conformidad con el artículo 113 constitucional, colaborar armónicamente para la realización de los fines del Estado, entre los que deben mencionarse “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” y “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y creencias y demás derechos y libertades” (artículo 2° constitucional).  
1. Objeto del Proyecto de Ley
El presente Proyecto de Ley Estatutaria pretende regular estatutariamente algunos aspectos del derecho fundamental de Libertad de Conciencia y el derecho también fundamental de Objeción de Conciencia, partiendo de la base de que es al Congreso de la República a quien corresponde regular los “derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección”, al tenor de lo dispuesto por el literal a) del artículo 152 de la Carta Política.  
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-182 de 2010 (M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) estableció los siguientes criterios para determinar qué leyes deben tramitarse como estatutarias: (i) la afectación del núcleo esencial de los derechos y deberes superiores; (ii) la regulación “integral o completa” de los derechos fundamentales o de un derecho específico; (iii) el desarrollo de “la regulación de los derechos fundamentales, en sentido contrario debe entenderse que ‘si el objeto de la ley es regular materias relacionadas con un derecho fundamental, pero no el derecho fundamental en sí mismo, el trámite de ley estatutaria no es requerido” y (iv) la regulación “de un mecanismo constitucional necesario e indispensable para la defensa y protección de un derecho fundamental”.
La reserva de Ley Estatutaria en relación con los derechos fundamentales radica primordialmente en “que la norma en cuestión afecte el núcleo esencial del derecho fundamental, ya sea porque limite o restrinja su ejercicio o porque regule elementos esenciales para su garantía a través de los mecanismos y recursos para su protección” (ibídem). De igual forma, además de esa “afectación del  núcleo esencial” debe tenerse en cuenta la “integralidad de la materia regulada”. En este sentido, las Leyes Estatutarias “sobre derechos fundamentales tienen por objeto desarrollarlos y complementarlos” (ibídem). 
El objeto del Proyecto de Ley # 022 de 2011 de la Cámara de Representantes es, por tanto, delimitar algunas manifestaciones del derecho de Libertad de Conciencia, así como del derecho de Objeción de Conciencia. Uno y otro derechos fundamentales. 
2. Antecedentes
2.1. La relación Estado-Conciencia
Se ha de comenzar por señalar que el derecho a la Libertad de Conciencia es calificado doctrinariamente como “derecho fundamental básico de los sistemas democráticos” o como la “primera de las libertades”. Junto con la libertad religiosa y la libertad de pensamiento se consideran como los pilares del pensamiento liberal y del sistema político contemporáneo. 

Entiéndase la conciencia como el juicio práctico por el que se dictamina, con base en los principios de la moralidad, sobre la licitud o ilicitud de las acciones singulares y puede presentarse en momentos diferenciados: antes de ejecutar la acción, en su realización o después de haberla realizado. 

Antes del acto y en la realización del acto, la conciencia muestra el orden al bien y así se dice que induce la voluntad de realizar aquellos actos que descubre buenos. Una vez ejecutado el acto, la conciencia dictamina sobre su moralidad: si se ha seguido su dictamen, la conciencia aprueba o brinda tranquilidad, pero si se ha actuado en su contra, acusa o reprocha.

La relación Estado-Conciencia suele presentarse como una relación dialéctica, esto es, de tensión entre la coerción y la convicción. Se trata de una relación que implica a la persona y a las personas y, por tanto, no sólo a la conciencia personal sino también colectiva. El orden jurídico, que es  orden social, exige, por tanto, la conciencia individual y colectiva porque adquiere valor social no sólo por la acción sino que requiere que los deberes se cumplan por la convicción de las personas, de las comunidades y de las instituciones. 

La Corte Constitucional ha aceptado, por ejemplo en la Sentencia T-703 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa) y respecto de las comunidades indígenas el derecho a su reconocimiento, el que entiende como la “[c]onciencia de compartir ciertas creaciones, instituciones y comportamientos colectivos de un determinado grupo humano” (subrayas fuera del texto). Por tal razón, “las comunidades indígenas ostentan un derecho a: i) ser reconocidas por el Estado y la sociedad como tales, en virtud de una conciencia de identidad cultural diversa, y ii) a que no se pueda negar arbitrariamente la identidad real de la comunidad y de sus miembros” (Ibídem, subrayas fuera del texto). El respeto de la diversidad étnica y cultural ha sido, del mismo modo, justificado en la identidad cultural como “conciencia que se tiene de compartir ciertas creaciones, instituciones y comportamientos colectivos de un determinado grupo al cual se pertenece y que tiene una cosmovisión distinta y específica” (Sentencia T-778 de 2005. M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, subrayas fuera del texto).

2.2. La relación Libertad de Conciencia y Objeción de Conciencia

Aparejado al ejercicio de la Libertad de Conciencia se encuentra la Objeción de Conciencia, entendida como “la resistencia a obedecer un imperativo jurídico invocando la existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento prescrito” (Sentencia T-728 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). 

Una de las formas de evaluar el grado de desarrollo de una cultura constitucional es determinar claramente los derechos reconocidos y las garantías establecidas para su promoción, pues evidentemente el fortalecimiento de la democracia es correlativo a la promoción de esas garantías individuales. 
En efecto, el tema de la Objeción de Conciencia resulta de especial interés, porque en él subyacen posiciones correspondientes a dos ideas de derecho divergentes: una, preocupada por la protección del orden por medio de la ley, y, otra, dirigida a la promoción de garantías individuales como fin esencial de los Estados de carácter social. La relación entre la Libertad de Conciencia y la Objeción de Conciencia es íntima, a pesar de surgir en períodos históricos diferentes, a tal punto de que no es posible un reconocimiento de aquélla sin un medio de expresión como éste. Libertad sin derecho a la objeción es como un derecho fundamental sin amparo.

La preocupación por el reconocimiento de la Objeción de Conciencia está vinculada a los peligros derivados del establecimiento de excepciones al cumplimiento de la ley e inclusive se afirma lo siguiente: Elevar la objeción de conciencia a la categoría de derecho equivaldría a reconocer el derecho a desobedecer las leyes, lo que, por reducción al absurdo, parece, desde un punto de vista jurídico, inaceptable.

El argumento, sin duda, resulta lógico y formalmente válido, pero correspondiente a contextos propios del Estado liberal, donde el principal propósito era el mantenimiento del orden, la promoción del interés general y la protección de la voluntad del Legislador. Con ese mismo fundamento se asume el riesgo de señalar que expresiones minoritarias o el amparo de sectores sociales divergentes de las posiciones mayoritarias deben someterse incondicionalmente a la voluntad o imperio de esas mayorías, concepción de democracia que no promueve el pluralismo como fin político esencial de un Estado Social de Derecho.
Por otra parte, el reconocimiento de los derechos fundamentales de Libertad de Conciencia y de Objeción de Conciencia además de estar justificados en el artículo 18 constitucional tienen como pilares los artículos 1°, 2° y 7° constitucionales.  
3. Justificaciones del proyecto de Ley Estatutaria
En numerosas oportunidades se ha ocupado la Corte Constitucional de resolver conflictos derivados del ejercicio de la Libertad de Conciencia y de la invocación de razones de conciencia para abstenerse del cumplimiento de imperativos jurídicos derivados de normas y providencias judiciales. La jurisprudencia de la Corporación no ha sido pacífica ni uniforme. Razón más que válida para suscitar en el seno del órgano público democrático por excelencia, el debate sobre la definición, los alcances y los límites al ejercicio de este derecho fundamental. Por lo tanto, con este documento de ponencia y con el articulado propuesto se pretende unificar criterios y armonizar los parámetros señalados por la Corte Constitucional con la realidad del país.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA N° 022 de 2011
CÁMARA DE REPRESENTANTES
Por medio de la cual se regula el ejercicio de los derechos fundamentales de libertad de conciencia y de objeción de conciencia 
Comentario respecto del Título del Proyecto de Ley:

La primera modificación al articulado propuesto está en el título del proyecto ya que la competencia conferida constitucionalmente al Congreso de la República en el artículo 152 de la Constitución Política es imperativa: “[R]egulará” mediante leyes estatutarias las materias relacionadas con los derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección. No se trata, por tanto, de “reglamentar”, puesto que el derecho ya ha sido reconocido y garantizado en la Constitución, sino de fijar los parámetros y establecer algunas condiciones para el ejercicio del derecho de Libertad de Conciencia, así como de una de sus expresiones la Objeción de Conciencia. 
Como se mencionó en la síntesis del Proyecto, el derecho de la Objeción de Conciencia no ha sido reconocido expresamente en la Constitución Política, pero por vía de interpretación jurisprudencial la Corte Constitucional lo ha reconocido como un derecho aparejado al de la Libertad de Conciencia establecido en el artículo 18 de la Constitución Política y es por esto que se incluye como uno de los derechos que se regulan en el presente artículo.
Artículo 1°. En desarrollo del artículo 18 de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, el Estado garantiza a toda persona, sin exclusión alguna, el derecho fundamental de libertad de conciencia, con la consiguiente autonomía jurídica e inmunidad de coacción. 

Comentario respecto del artículo 1° del Proyecto de Ley:
Se acoge el texto del Proyecto de Ley y no se hace propuesta de modificación del articulado. 

Se acoge, de igual forma, la tipificación de la doble dimensión del derecho Libertad de Conciencia, que como todos los derechos de libertad tienen una doble dimensión: (i) la autonomía jurídica para significar el aspecto positivo de la libertad, aquello que su titular puede hacer y (ii) la inmunidad de coacción que denota el aspecto negativo de la libertad que se traduce en una protección especial para no ser afectado ni molestado en su ejercicio.

En este sentido, el artículo 1° del Proyecto de Ley adopta la terminología de la Ley Estatutaria de Libertad Religiosa (Ley 133 de 1994), en la que se reconoce que “la libertad religiosa y de cultos garantizada en la Constitución comprende, con la consiguiente autonomía jurídica e inmunidad de coacción, entre otros, los derechos de toda persona […]” (artículo 6°). Norma que fue declarada exequible por la Sentencia C-088 de 1994 (M.P. Fabio Morón Díaz).

Esta doble dimensión de los derechos de libertad también ha sido aceptada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Así, por ejemplo, en la Sentencia C-616 de 1997 (M. P. Vladimiro Naranjo Mesa) se consideró: “La doctrina y también la jurisprudencia, han entendido que las libertades de pensamiento y opinión,  religiosa y de conciencia, abarcan una doble significación: de una parte implican la autonomía jurídica del individuo en lo referente al objeto jurídico que amparan, y de otro, conllevan la inmunidad de coacción con respecto al mismo objeto. Es decir, se reconoce la facultad de autodeterminarse que compete a cada individuo en estos aspectos y también se impide el que el individuo sea forzado o presionado en torno a ellos”.

Artículo 2°. La libertad de conciencia comprende el derecho de toda persona para formarse libremente la propia conciencia, de actuar conforme a los imperativos de la misma y de no ser molestada por razón de las propias convicciones y creencias, sean éstas de naturaleza ética, moral, filosófica, política, axiológica o religiosa, sin que puedan imponérsele actuaciones en contra de ellas. 

Comentario respecto al artículo 2° del Proyecto de Ley:

Se propone modificar la redacción del artículo 2° con el fin de hacer la definición concordante con el reconocimiento constitucional, así como más sencilla para la comprensión de los ciudadanos. Se cambia el género de la palabra molestado por molestada, toda vez que se hace referencia a que la persona no será molestada. 

Se amplía, del mismo modo, la modalidad de las creencias y convicciones, las que van más allá de la esfera meramente religiosa.
El artículo 2° determina el objeto material del derecho de Libertad de Conciencia, que se traduce en que toda persona tiene derecho (i) de formar libremente la propia conciencia, (ii) de actuar conforme a los imperativos de la conciencia, (iii) de no ser molestada por razón de sus propias convicciones y creencias y (iv) de no ser obligada a actuar en contra de ellas. De esta forma, la autonomía jurídica de este derecho fundamental se concreta en las dimensiones (i) y (ii) y la inmunidad de coacción en las dimensiones (iii) y (iv).  

Artículo 3°. La libertad de conciencia incluye así mismo el derecho de objeción de conciencia que se entiende como el derecho de toda persona de ser eximida de  cumplir una obligación jurídica que resulte contraria a sus propias, profundas y sinceras convicciones éticas, morales, filosóficas, políticas, axiológicas o religiosas. 
El derecho de objeción de conciencia no exime a su titular del cumplimiento de prestaciones alternativas que, según el caso, puedan establecerse con la finalidad de proteger los derechos fundamentales de terceros; de garantizar el principio de igualdad ante la ley y de evitar el fraude de ley. 
Comentario respecto al artículo 3° del Proyecto de Ley:
El Proyecto de Ley parte de reconocer y regular el derecho de Libertad de Conciencia en sus diversas manifestaciones para posteriormente regular una de ellas, el derecho de la Objeción de Conciencia como parte integrante de este derecho fundamental.   

En el inciso primero, se conserva el espíritu del artículo propuesto en el Proyecto de Ley, se precisa su redacción y se concreta que la objeción de conciencia es “el derecho de toda persona de ser eximida de cumplir una obligación jurídica que resulte contraria a sus propias, profundas y sinceras convicciones éticas, morales, filosóficas, políticas, axiológicas o religiosas”. Del texto original se elimina la frase “del cumplimiento de aquellas obligaciones jurídicas (de carácter constitucional, legal, administrativo, judicial o contractual) que le impongan acciones u omisiones contrarias a los propios y graves imperativos religiosos, morales o éticos, sinceramente asumidos y debidamente probados” con el fin de determinar de manera más armónica el objeto del derecho de Objeción de Conciencia.

La cualificación de las obligaciones jurídicas no se considera necesaria en la medida en que de manera general se precisa que la persona está “eximida de cumplir una obligación jurídica”, cualquiera sea su naturaleza.
También se elimina del término prestaciones sustitutivas y se propone el término prestaciones alternativas entendiendo que las nuevas prestaciones que se le exijan al objetor deberán diferir sustancialmente de aquellas cuyo contenido fue rechazado por motivo de sus convicciones o creencias y no puede exigírsele el cumplimiento de contenidos similares que reproduzcan integral o parcialmente el deber jurídico  inicialmente objetado. 
Se elimina el último inciso del artículo 3° del Proyecto y se traslada la regulación del caso de los niños al artículo 10º para conservar el orden conceptual y la diferenciación de los temas. 
Artículo 4°. La libertad de conciencia, incluida su manifestación mediante objeción de conciencia, sólo puede ser objeto de aquellas restricciones que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática para proteger los derechos o las libertades de las personas y la protección del orden público, la tranquilidad, la salud o la seguridad colectivas.

La libertad de conciencia y el derecho de objeción de conciencia son derechos de aplicación inmediata y, por ende, su ejercicio puede ser protegido de vulneraciones o afectaciones a través de la Acción de Tutela. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 9º del Decreto 2591 de 1991, no será necesario el agotamiento del procedimiento ante las autoridades mencionadas en el artículo 6º para hacer uso de la Acción de Tutela.

Es deber del Ministerio Público prestar la asesoría que requieran las personas para ejercer eficazmente el derecho de objeción de conciencia.

Comentario respecto al artículo 4°:

Se propone conservar con algunas modificaciones el inciso primero del artículo 4° del Proyecto de Ley, en el que se regulan los límites del derecho de Libertad de Conciencia con base en los tratados internacionales de derechos humanos. Se incluye como inciso segundo el reconocimiento de los derechos fundamentales de Libertad de Conciencia y del derecho a la Objeción de Conciencia como derechos fundamentales y susceptibles de ser protegidos mediante la Acción de Tutela.
En relación con los límites de estos derechos el inciso primero del artículo 18.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, relativo a los derechos de libertad de pensamiento, de conciencia y de religión establece: “3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás”.

Por su parte, el artículo 12.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos, relativo a los derechos de libertad de conciencia y de religión, establece: “La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o moral públicos o los derechos o libertades de los demás”.

En el mismo sentido, el artículo 14.3, de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a los derechos de pensamiento, de conciencia y de religión, establece: “La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás”. 

Los precitados textos jurídicos tienen como antecedente el artículo 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, según el cual: “En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática”.

Por su parte, el inciso primero del artículo 4° de la Ley Estatutaria de Libertad Religiosa (Ley 133 de 1994) establece: “El ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de cultos, tiene como único límite la protección de los derechos de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público, protegido por la ley en una sociedad democrática”. 

En la Sentencia C-088 de 1994 (M. P. Fabio Morón Díaz), la Corte Constitucional declaró exequible de manera condicionada este artículo, en el entendido de que el problema de los límites de los derechos fundamentales, que reconoce es “asunto bien complejo y difícil” (ibídem), debe interpretarse a partir de tres postulados: (i) la presunción debe estar siempre a favor de la libertad en su grado máximo; (ii) la libertad sólo puede restringirse en la medida en que, racional y objetivamente, “la libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyen medidas necesarias en una sociedad democrática’”(ibídem) y (iii) las posibles restricciones deben ser establecidas por la ley, no ser arbitrarias ni discrecionales, como corresponde a un verdadero Estado de Derecho.  
De esta forma, concluye la Corte que “el orden público como límite al ejercicio del derecho de libertad religiosa, hay que concebirlo como medio para lograr el orden social justo al que se refiere la Carta de 1991, tanto en su preámbulo como en su artículo segundo. Este orden social justo que ha sido caracterizado por una amplia y abundante jurisprudencia de esta Corte se funda en el legítimo ejercicio de los derechos constitucionales y en el cumplimiento de los fines propios del Estado Social de Derecho” (ibídem).
En relación con el inciso segundo del artículo 4° del Proyecto de Ley Estatutaria se incluye de manera expresa la garantía y la protección jurídica a los derechos fundamentales de Libertad de Conciencia y de Objeción de Conciencia que se concreta en la protección que está prevista en la normatividad constitucional para los derechos fundamentales y que, también como lo consideró la Corte en la Sentencia C-088 de 1994, “comprende medios sustantivos, instrumentales y procesales, directos, indirectos y complementarios de protección especial de los derechos de la persona”. 

Por unidad de materia se adicionan dos incisos referidos a la posibilidad de proteger los derechos objeto de la presente Ley Estatutaria a través de la Acción de Tutela; así como al deber del Ministerio Público de prestar la asesoría necesaria para que las personas ejerzan eficazmente sus derechos fundamentales (artículo 118 constitucional).
Artículo 5°. Ninguna persona podrá ser víctima de tratamientos discriminatorios ni de acoso laboral como consecuencia del ejercicio de su derecho de objeción de conciencia. Las prácticas discriminatorias y el acoso laboral a los objetores de conciencia darán lugar a que se inicien las investigaciones y se apliquen las sanciones disciplinarias, administrativas o penales a que haya lugar, según el caso.

Comentario respecto al artículo 5°: 

Se propone la modificación de la redacción de artículo 5° del Proyecto de Ley para hacerla más sencilla y de fácil comprensión por parte de los ciudadanos, teniendo en cuenta el contenido del texto conciliado al Proyecto de Ley 165 de 2010 y de la Ley 1010 de 2006 referente al acoso y otros hostigamientos laborales. 

Se incluyen estas referencias pues se considera negativo e indeseable que el ejercicio de los derechos fundamentales como los de la Libertad de Conciencia y la Objeción de Conciencia den lugar a conductas actualmente consideradas como punibles y que conviertan al objetor de conciencia en víctima de tratamientos que desmejoren sus condiciones sociales y laborales. 

Se elimina la referencia a los servidores públicos y a las personas jurídicas porque el tema se desarrollará en el artículo 10º. 

Artículo 6º. Con el fin de garantizar la protección de los derechos fundamentales de terceras personas cuando el cumplimiento del imperativo jurídico objetado sea requerido de manera urgente e inaplazable, y así conste en la norma jurídica que lo impone, se tendrán en cuenta las siguientes subreglas: 

1. En los casos relativos a la salud, deberá buscarse en todo momento la protección de la salud de los terceros. El carácter urgente e inaplazable del servicio solicitado deberá además ser certificado médicamente. 

2. En los casos relativos al servicio militar, deberá buscarse en todo momento la seguridad de la Nación y la autosuficiencia profesional y administrativa de la Fuerza Pública. Las obligaciones alternativas serán determinadas de conformidad con estas necesidades. 

3. En los casos relativos a la objeción de conciencia de los servidores públicos, en razón de su fuero y de las responsabilidades que le conciernen, éstos deberán indicar en su escrito el trámite que deba surtirse para que el deber jurídico objetado sea asignado a otro servidor público. 

Comentario respecto al artículo 6°: 

Se adiciona un nuevo artículo 6º de acuerdo con lo establecido por la Corte Constitucional frente al ejercicio del derecho de Objeción de Conciencia como un derecho fundamental que debe ser ejercido sin desconocimiento de los derechos de los demás por no ser un derecho absoluto. 
En ese sentido se proponen algunas garantías para evitar el abuso del ejercicio de ese derecho y el desconocimiento de los derechos fundamentales de terceros. Y se establece la regla acerca de la Objeción de Conciencia en relación con la prestación del servicio militar, en concordancia con lo establecido por la Corte Constitucional respecto a las obligaciones alternativas y a la seguridad de la Nación que debe preservarse en todo momento. 

No se entra a examinar la casuística minuciosa que desbordaría el objeto de la presente Ley Estatutaria.

La Objeción de Conciencia de los Servidores Públicos
El artículo reconoce el derecho de Objeción de Conciencia para los servidores públicos, aunque reconoce, como lo hace la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley, que ésta es una cuestión no “exenta de polémica”, como quedó demostrada en la Audiencia Pública realizada en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes. 

Los Ponentes comparten las consideraciones de la Exposición de motivos, en el sentido de que “[e]l debate, sin embargo, no puede soslayarse a través de la afirmación de que el servidor público en razón de su condición de tal no puede ejercer el derecho de la objeción de conciencia, porque con ello se desconocería, por lo menos de manera general, que al ser sujeto de una relación especial con el poder público también en su condición de persona es titular de derechos fundamentales”.

En relación con este tema y sin el ánimo de ser casuísticos es oportuno tener en cuenta, además de la extensa jurisprudencia de la Corte Constitucional, recogida en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley, algunas situaciones que actualmente pueden aplicarse y benefician a los servidores públicos. 
(i) El Principio de no incriminación y la Libertad de Conciencia

El Proyecto de Ley es consecuente con la redacción del artículo 18 constitucional: “Nadie”, término que no excluye a los funcionarios públicos. Prohibir de manera categórica que los funcionarios públicos puedan objetar en conciencia iría en contravía del contexto constitucional, así como de los tratados internacionales de derechos humanos que forman parte del Bloque de Constitucionalidad. . 

Por otra parte, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en diversos pronunciamientos ha reconocido que en determinadas temáticas los funcionarios públicos tienen derecho de objetar en conciencia. Así, por ejemplo, el deber de declarar en juicio tiene su excepción en el artículo 33 constitucional, según el cual: “Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil”. Adviértase que el término que usa este artículo es el mismo del artículo 18: “Nadie”, que no excluye a ninguna persona, tampoco a los servidores públicos.

La Corte Constitucional ha estimado que “[c]onstituye una excepción al deber de declarar en juicio, deber que emana del de colaboración con la justicia. Como tal, el principio de no incriminación es a su vez expresión concreta del valor superior de la dignidad humana y de los principios constitucionales de respeto a la autonomía de la voluntad, a la libertad de conciencia y de protección a la unidad e intimidad familiares” (Sentencia C-1287 de 2001. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra). En este sentido, la Libertad de Conciencia, reconocida en el artículo 18 constitucional, “encuentra una garantía complementaria en el principio de no incriminación, impidiendo presiones sobre la conciencia de los individuos llamados a deponer en esas circunstancias” (Ibídem), con lo cual “el principio de no incriminación es a su vez expresión concreta del valor superior de la dignidad humana y de los principios constitucionales de respeto a la autonomía de la voluntad, a la libertad de conciencia y de protección a la unidad e intimidad familiares” (Ibídem).

(ii) Los deberes de los apoderados 
La Corte Constitucional ha reconocido en relación con las facultades del apoderado judicial que tiene el deber de indicarle a su poderdante “cuál es, según su opinión, el camino a seguir para defender sus intereses, así como de advertirle de la inconveniencia o improcedencia de insistir en determinada postura” (Sentencia T-1192 de 2003. M. P. Eduardo Montealegre Lynett), pero también tiene el deber de actuar conforme a su conciencia. “Así, a la par de un deber de informar por parte del apoderado, existe un derecho a no actuar en contra de su propia conciencia” (Ibídem).

Lo mismo podría ser predicado de los servidores públicos.   

Comparten los Ponentes lo expresado en la Exposición de Motivos en relación con la obediencia debida, reconocida en el artículo 91 constitucional, que no exime de responsabilidad al agente que ejecuta una orden proferida por un mandato superior y que infringe de manera manifiesta un precepto constitucional y va en detrimento de alguna persona; así como lo relativo a los asuntos de conciencia y a la actuación de conciencia propia de los miembros de las corporaciones públicas, con lo cual se pone de presente que a los servidores públicos el ordenamiento jurídico constitucional les ha reconocido el derecho de objetar en conciencia, establecido en el artículo 18 constitucional. .

(iii) La Objeción de Conciencia y la analogía con las causales de recusación de los jueces

El derecho de objetar en conciencia para los funcionarios públicos ha sido reconocido a nivel internacional e incluso en la legislación colombiana para casos muy específicos como el caso de los funcionarios de la judicatura, es decir para el caso de los jueces. 

En Estados Unidos por ejemplo existe la regla denominada: the pervasive bias o en español la parcialidad dominante o persistente. Esta regla permite al funcionario abstraerse del deber de emitir un fallo cuando sus convicciones personales resultan perjudiciales para alguna de las partes del caso
. 

En el caso colombiano el Código de Procedimiento Civil ha establecido como una de las causales de recusación del juez, la de “[t]ener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, interés directo o indirecto en el proceso” (artículo 150). Se puede decir que el reconocimiento de esta causal de nulidad guarda relación con el  derecho de Objeción de Conciencia, toda vez que ese interés directo o indirecto puede estar ligado a motivaciones o convicciones del ámbito de la conciencia como los expresados en el artículo 3º del Proyecto de Ley Estatutaria.

De esta manera resultaría incomprensible que a los jueces se les impidiera declararse impedidos de fallar un caso cuando reconocen la existencia de estos intereses o convicciones, pero también que en cumplimiento de sus funciones no pudieran objetar en conciencia.  
En efecto, limitar o prohibir el derecho de Objeción de Conciencia a los servidores públicos supone una restricción desproporcionada de sus derechos fundamentales que, en realidad, no favorece a nadie, toda vez que afecta tanto los deberes del servidor, aparejados a los deberes del Estado, como los derechos de los ciudadanos cuya garantía y efectividad a este último corresponden. En otras palabras, se puede prohibir al servidor público objetar en conciencia pero claramente, no se podrá nunca impedirle el tenerla y elegir libremente determinadas convicciones o creencias. Por tanto, prohibirle objetar en conciencia equivaldría a prohibir o eliminar las causales de recusación o de impedimento. 
Una prohibición de este tipo sería a todas luces inconstitucional, no sólo por desconocer normas superiores sino también por afectar de manera directa los derechos fundamentales de los ciudadanos, en tanto que se perderían las garantías del ejercicio de la Función Pública bajo los principios de imparcialidad y objetividad. 


Sin embargo, como el ejercicio de la función pública reviste unas especiales características y debe ceñirse a ciertos requisitos, se propone incluir en la Ley Estatutaria la condición adicional de registrar en su escrito el trámite que deba surtirse para que el deber jurídico objetado sea asignado a otro servidor público. La carga adicional que se le impone a los servidores públicos para el ejercicio de la objeción de conciencia se introduce para armonizar el derecho de los funcionarios como personas naturales y el deber del Estado de asegurar la prestación eficiente y eficaz de los servicios públicos. De igual manera con las indicaciones hechas por el servidor público se garantiza además el derecho de los ciudadanos de ser orientados e informados de manera pertinente y se propende por el principio de celeridad y economía procesal. 
(iv) Causales de exclusión de la responsabilidad disciplinaria y el derecho de objetar en conciencia
El artículo 28 de la Ley 734 de 2002, “[p]or la cual se expide el Código Disciplinario Único” establece causales de exclusión de la responsabilidad disciplinaria que guardan relación con el derecho de Objeción de Conciencia.

En efecto, está exento de responsabilidad disciplinaria quien realice la conducta: “2. En estricto cumplimiento de un deber constitucional o legal de mayor importancia que el sacrificado […]. 4. Por salvar un derecho propio o ajeno al cual deba ceder el cumplimiento del deber, en razón de la necesidad, adecuación, proporcionalidad y razonabilidad […]”.
En relación con la primera causal la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de la expresión “de mayor importancia que el sacrificado” por el cargo formulado, al considerar que los servidores públicos tienen “la obligación de conocer y cumplir los deberes funcionales en debida forma con la capacidad de valorar, en un momento determinado, cuáles son de mayor importancia para el efectivo cumplimiento de los fines estatales” (Sentencia C-948 de 2002. M. P. Álvaro Tafur Galvis).

En relación con la segunda causal, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad del numeral 4° del artículo 28 de la Ley 734 de 2002 por el cargo formulado.

Las dos causales plantean la exclusión de responsabilidad, por una parte, en razón del cumplimiento de un deber constitucional y legal de superior jerarquía que el sacrificado; y, por otra, por salvar un derecho propio que deba ceder al cumplimiento de un deber. Se busca así conciliar el derecho fundamental con el deber misional del funcionario.
El texto del artículo 6º pasa a ser el nuevo texto del artículo 7º. 
Artículo 7º. El escrito de objeción de conciencia se presentará ante el superior jerárquico ante la autoridad que estableció la respectiva obligación o ante quien tenga el deber de hacerla cumplir y deberá satisfacer los siguientes requisitos: 
1. Designación de la Autoridad a la que se dirige;

2. Nombres y apellidos completos del objetor, con indicación del documento de identidad;

3. El deber jurídico que se objeta;

4. Señalar a cuál de las convicciones determinadas en el artículo 3º de la presente Ley se opone seriamente el imperativo jurídico objetado; 
5. La relación de documentos que se acompañan, si fuere el caso; y, 

6. La firma del objetor. 

Parágrafo: Para efectos del presente artículo se entenderá que el requisito establecido en el numeral 4º no  equivale a una exigencia para el objetor de justificar el ejercicio de su derecho, ni una obligación de revelar, o explicar sus convicciones y creencias. .     

Comentario respecto al artículo 7º:

Se cambia la numeración y el antiguo artículo 6° pasa a ser ahora el artículo 7º. 

También se adicionan los requisitos establecidos por el artículo 5º del Código Contencioso Administrativo para el trámite de las peticiones escritas, con el fin de hacer más claros los requisitos formales de su presentación. 

Se excluye de los requisitos del escrito de objeción de conciencia la inclusión de la dirección de domicilio del objetor, por cuanto podría resultar contraproducente para él y podría ir en contravía de lo establecido en el artículo 2º de la presente Ley, acerca de no ser molestado por razón de las propias convicciones éticas, morales o religiosas ni compelido a actuar en contra de ellas. 
El texto original del artículo 7º se modifica y pasa a ser el texto del nuevo artículo 8º. 

Artículo 8º. Las autoridades señaladas en el artículo anterior y, en su caso, los jueces, al examinar los conflictos suscitados en ejercicio del derecho de objeción de conciencia, además de tener en cuenta las leyes o los reglamentos específicos que pudieran existir, deberán: 

1) Examinar si la objeción de conciencia corresponde a los imperativos señalados en el artículo tercero de esta Ley, sin emitir juicios sobre la pertinencia o procedencia de las convicciones o creencias del objetor; 

2) Establecer si, de conformidad con los artículos 4° y 6º de esta Ley, como consecuencia del ejercicio del derecho de objeción de conciencia resultan afectados los derechos fundamentales de terceros o un interés jurídico superior y, en caso afirmativo, determinar si pueden utilizarse medios alternativos para el cumplimiento del deber jurídico en cuestión que permitan el máximo respeto posible de la conciencia del objetor; 

3) Ordenar, cuando corresponda, el cumplimiento de obligaciones alternativas que no podrán ser iguales ni más gravosas que el imperativo jurídico objetado y  que además no podrán resultar de ningún modo sancionatorias ni discriminatorias; 

4) Asegurar la protección de los menores de edad cuando de algún modo se vean afectados por la objeción de conciencia;  

5) Garantizar que en caso de dudas sobre el ejercicio de la objeción de conciencia, las disposiciones anteriores sean interpretadas del modo menos restrictivo para la libertad de conciencia del objetor.

6) Verificar que el escrito de objeción de conciencia no sea un formato preestablecido.

Parágrafo: La presentación del escrito de objeción de conciencia no requiere ni excluye la representación legal.

Comentario respecto al artículo 8°:

Se propone la modificación del artículo 8º del Proyecto de Ley con el fin de establecer unas pautas prácticas y claras para el ejercicio de la Objeción de Conciencia, recogiendo las orientaciones que ha dado la Corte Constitucional y las inquietudes expresadas por los participantes en la Audiencia Pública que sobre el tema se llevó a cabo en el recinto de la Comisión Primera el pasado 24 de agosto de 2011. Se modifica el listado de las pautas prefiriendo el modo de numerales al de literales. 

Se modifica la primera pauta en concordancia con las modificaciones introducidas en el artículo 3º, al tiempo que se precisa que las autoridades ante las que se presente el escrito de objeción de conciencia deberán examinar la gravedad, sinceridad, así como el carácter ineluctable de los motivos que lo sustenten.  

Se introduce en la segunda pauta una alusión al artículo 6º de la Ley sobre el riesgo de afectación a los derechos de terceras personas. 

Se agrega dentro de esas pautas el contenido del antiguo artículo 8º acerca de la interpretación menos restrictiva para la Libertad de Conciencia del objetor, teniendo en cuenta la orientación del Derecho Laboral colombiano cuyo principio de favorabilidad (artículo 53 de la Constitución Política y artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo) puede orientar el ejercicio de la libertad de conciencia de los objetores, quienes en su mayoría son empleados, servidores, trabajadores o en todo caso subordinados al ejercicio de un imperativo jurídico, lo que permite la analogía conceptual. 

Artículo 9. Sin perjuicio de otros supuestos que pudieran presentarse, podrá ejercerse la objeción de conciencia frente a las siguientes circunstancias: 

a) Con respecto a la prestación del servicio militar obligatorio;

b) Con respecto a las obligaciones que puedan imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica o de profesiones relativas a la salud;

c) Con respecto al cumplimiento de obligaciones civiles y laborales;

d) Con respecto a las actividades de investigación científica, la realización de experimentos y otras prácticas;

e) Con respecto a la prestación de servicios farmacéuticos, 

f) En el ámbito educativo, con respecto a las actividades o programas de enseñanza;
g) En el ámbito del ejercicio de las funciones públicas.
Sin perjuicio de lo anterior el Estado garantizará en estos y otros supuestos el cumplimiento efectivo de los servicios y las funciones públicas.

Comentario respecto al artículo 9°:

Se conserva el artículo 9º del Proyecto de Ley manteniendo el listado enunciativo y no taxativo de una serie de eventos en los cuales puede ser invocada el derecho fundamental de la Objeción de Conciencia. 
Se hace la precisión de que pueden presentarse otros eventos pero no se mencionan por la imposibilidad de agotar en un solo artículo el universo de posibilidades en las que podría presentarse un conflicto entre el imperativo jurídico y las propias convicciones de una persona.

Artículo 10°. En el caso de los menores de edad, los criterios u opiniones de ellos deberán ser respetados y tenidos en cuenta por parte de sus padres, tutores y/o representantes legales, toda vez que el cumplimiento del imperativo jurídico les afecte directamente. 
No existiendo ningún tipo de incompatibilidad o conflicto entre los menores de edad y sus padres, tutores y/o representantes legales, la objeción de conciencia podrá ser planteada por estos últimos.
Comentario respecto al artículo 10°:

Se proponen un nuevo artículo referido a la previsión normativa respetuosa de los derechos fundamentales de los menores de edad, tal como lo ha explicado la Corte Constitucional en Sentencia como la SU-337 de 1999 (M. P. Alejandro Martínez Caballero), según la cual, la capacidad legal de los menores de edad no puede convertirse en un obstáculo para que ejerzan su derecho a la autonomía personal cuando tienen las facultades mentales para hacerlo. Para la Corte: “el menor [de edad] no carece totalmente de autonomía, por lo cual, en muchos casos, sus criterios deben ser no solo tomados en consideración sino respetados”. 

Igualmente el artículo 12 de la Convención de los Derechos del Niño, incorporada al ordenamiento jurídico mediante la Ley 12 de 1991, establece que “los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan, teniéndose debidamente en cuenta sus opiniones, en función de la edad y madurez del niño. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte”.

El texto del artículo 10º pasa a formar parte del artículo 15º.  
Artículo 11º. En ejercicio del derecho de objeción de conciencia y de otros derechos fundamentales, se reconoce la libertad de las personas naturales para conformar y crear personas jurídicas de carácter privado y que no se les obligue a actuar en contra  del ideario institucional que para ello establezcan.  
Las personas jurídicas de derecho privado expresarán inequívocamente en sus estatutos y darán a conocer efectiva y oportunamente a la comunidad los valores y  las convicciones que orientan sus actuaciones y objetivos.

La objeción de conciencia deberá ser invocada por el representante legal, quien acompañará a su petición copia auténtica de los estatutos, en los que consten los principios religiosos, éticos o morales en los que se inspira la persona jurídica. 

Ninguna persona podrá realizar afirmaciones denigrantes discriminatorios o que vulneren los derechos fundamentales de quienes no compartan el ideario de la persona jurídica o natural que ejerza su derecho de objetar en conciencia. 

Comentario respecto al artículo 11º:

Se da reconocimiento expreso al derecho de las personas jurídicas para objetar en conciencia toda vez que en las subreglas del artículo 6º se dio cabida a esa figura. 

Respecto al tema de la Objeción de Conciencia por parte de las personas jurídicas de derecho privado, es especialmente significativo el pronunciamiento del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que en el caso Pine Valley determinó con claridad que finalmente “las personas jurídicas no son más que vehículos por los cuales las personas naturales ejercen sus derechos y por lo tanto la protección de una persona jurídica se resuelve en la protección a las personas naturales que la conforman”
. 
Resultaría paradójico que el Proyecto de Ley Estatutario cite en su artículo 1º los tratados internacionales que reconocen el derecho de la Libertad de Conciencia y omita las continuas referencias de esos mismos tratados internacionales a la libertad de asociación y al derecho de reunión. La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado frente a este tema diciendo que “las asociaciones se caracterizan por su permanencia y estabilidad, el carácter ideal o espiritual –por oposición al físico o material de la unión-, por la estructura más o menos compleja que se desarrolla en el tiempo y por la tendencia a expandirse y a cobijar el mayor número de miembros interesados en los mismos fines y que se trata del derecho fundamental de agruparse para la realización común de un fin lícito sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad” (negrillas fuera del texto citado)
.    

Es imposible prohibir la Objeción de Conciencia de las personas jurídicas sin restringir o suprimir la Objeción de Conciencia de las personas naturales, toda vez que las primeras no sólo son conformadas e integradas por estas últimas sino que, además, siempre actuán directa o indirectamente a través de las mismas. En otras palabras, cuando se prohíbe a las personas jurídicas objetar en conciencia, además de que se está restringiendo el derecho de las personas naturales para asociarse libremente con el objeto de desarrollar determinadas actividades de conformidad con sus propias creencias, criterios o pautas, se les está obligando contratar, adquirir, vender, distribuir, suministrar, prestar, o realizar, entre otras, acciones que van directamente en contra de su conciencia. 
Lo  anterior debe ser tenido en cuenta para evitar que se violen las libertades de conciencia y de pensamiento, la libertad religiosa y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros derechos. 
En tratándose del derecho a la vida, bien vale la pena acotar que en la Resolución No. 1763 de octubre de 2010, expedida por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, se reconoce que el derecho a la Objeción de Conciencia es un derecho fundamental concomitante que debe ser respetado a la par que se defiende el derecho fundamental a la vida. Por lo que imponer a una persona natural o jurídica actuar de manera contraria a sus profundas convicciones amenaza y/o vulnera la libertad de conciencia de ellas.
El contenido del antiguo artículo 11º pasa a ser parte del artículo 13º. 

Artículo 12°. Las personas jurídicas de las que trata el artículo 11° pueden requerir a sus miembros o dependientes que ajusten su conducta a los principios reconocidos en sus estatutos. 

Comentario respecto al artículo 12º:

Frente al caso de aquellos funcionarios o miembros de una persona jurídica que haya ejercido el derecho a la Objeción de Conciencia institucional se acoge el criterio de la Comisión Europea de Derechos Humanos en el Caso Rommelfange vs. the Federal Republic of Germany
 en el que estableció que un hospital está facultado para restringir la práctica de ciertos procedimientos por tratarse de conductas contrarias a la posición ética de la entidad. La Comisión afirmó que: “this ruling applies to any kind of hospital, both private and public, since public hospitals are not necessarily devoid of ethical references”
; “esta regla aplica a cualquier tipo de hospital, tanto privado como público, ya que los hospitales públicos no están necesariamente eximidos de principios éticos”. 
Artículo 13°. El Estado colombiano podrá celebrar Tratados Internacionales o Convenios de Derecho Público Interno con las iglesias, confesiones y denominaciones religiosas reconocidas o registradas ante el Ministerio del Interior y de Justicia, para regular la posibilidad y las modalidades del ejercicio de la objeción de conciencia de la respectiva iglesia o confesión religiosa.
Comentario respecto al artículo 13:
Se mantiene la regla contenida en la Ley 133 de 1994 (Ley Estatutaria de Libertad Religiosa) teniendo en cuenta que de conformidad con los tratados internacionales y con la jurisprudencia nacional existe una relación indudable entre la Libertad Religiosa y la Libertad de Conciencia y esto permite que sin hacer mención explícita de la norma para evitar que se le desestime al considerarla ajena a la unidad de materia pretendida, justificando la autorización que hace la norma.

Artículo 14°. Sin perjuicio de la competencia del Legislador, el Gobierno Nacional presentará al Congreso de la República, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente Ley, un proyecto de ley que contenga las prestaciones alternativas a que haya lugar por el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia en las situaciones en que esto se considere necesario, de acuerdo con la recopilación casuística y estadística que se sistematice durante los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley.
La clasificación de estas obligaciones alternativas será diseñada por los Ministerios de Justicia, de Defensa, de la Protección Social y por los demás organismos del Gobierno Nacional en los asuntos que guarden relación con sus competencias constitucionales y legales.  
Comentario respecto al artículo 14:
En este artículo se propone, sin perjuicio de la competencia del Legislador sobre la materia, obtener la colaboración del Gobierno Nacional en cuanto a la redacción detallada de las prestaciones alternativas que podría cumplir el objetor de conciencia, por ejemplo en los casos del servicio militar, los deberes cívicos, las obligaciones laborales y las derivadas del servicio educativo.

Artículo 15º. Es deber del Gobierno Nacional y de los gobiernos departamentales, municipales y distritales dar a conocer esta Ley por cualquier medio que se considere efectivo y expedito para su debida comprensión.  
Comentario respecto al artículo 15:
Por razones de técnica legislativa el último inciso del artículo 14 se traslada al artículo 15º. 
Artículo 16º: Esta Ley regirá a partir de su promulgación, deroga toda norma que le resulte contraria y será publicada en la Gaceta del Congreso de la República y el Diario Oficial. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 022 DE 2011 CÁMARA.

Por medio de la cual se regula el ejercicio de los derechos fundamentales de libertad de conciencia y de objeción de conciencia 
Artículo 1°. En desarrollo del artículo 18 de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, el Estado garantiza a toda persona, sin exclusión alguna, el derecho fundamental de libertad de conciencia, con la consiguiente autonomía jurídica e inmunidad de coacción. 

Artículo 2°. La libertad de conciencia comprende el derecho de toda persona para formarse libremente la propia conciencia, de actuar conforme a los imperativos de la misma y de no ser molestada por razón de las propias convicciones y creencias, sean éstas de naturaleza ética, moral, filosófica, política, axiológica o religiosa, sin que puedan imponérsele actuaciones en contra de ellas. 

Artículo 3°. La libertad de conciencia incluye así mismo el derecho de objeción de conciencia que se entiende como el derecho de toda persona de ser eximida de  cumplir una obligación jurídica que resulte contraria a sus propias, profundas y sinceras convicciones éticas, morales, filosóficas, políticas, axiológicas o religiosas. 

El derecho de objeción de conciencia no exime a su titular del cumplimiento de prestaciones alternativas que, según el caso, puedan establecerse con la finalidad de proteger los derechos fundamentales de terceros; de garantizar el principio de igualdad ante la ley y de evitar el fraude de ley. 
Artículo 4°. La libertad de conciencia, incluida su manifestación mediante objeción de conciencia, sólo puede ser objeto de aquellas restricciones que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática para proteger los derechos o las libertades de las personas y la protección del orden público, la tranquilidad, la salud o la seguridad colectivas.

La libertad de conciencia y el derecho de objeción de conciencia son derechos de aplicación inmediata y, por ende, su ejercicio puede ser protegido de vulneraciones o afectaciones a través de la Acción de Tutela. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 9º del Decreto 2591 de 1991, no será necesario el agotamiento del procedimiento ante las autoridades mencionadas en el artículo 6º para hacer uso de la Acción de Tutela.

Es deber del Ministerio Público prestar la asesoría que requieran las personas para ejercer eficazmente el derecho de objeción de conciencia.

Artículo 5°. Ninguna persona podrá ser víctima de tratamientos discriminatorios ni de acoso laboral como consecuencia del ejercicio de su derecho de objeción de conciencia. Las prácticas discriminatorias y el acoso laboral a los objetores de conciencia darán lugar a que se inicien las investigaciones y se apliquen las sanciones disciplinarias, administrativas o penales a que haya lugar, según el caso.

Artículo 6º. Con el fin de garantizar la protección de los derechos fundamentales de terceras personas cuando el cumplimiento del imperativo jurídico objetado sea requerido de manera urgente e inaplazable, y así conste en la norma jurídica que lo impone, se tendrán en cuenta las siguientes subreglas: 

1. En los casos relativos a la salud, deberá buscarse en todo momento la protección de la salud de los terceros. El carácter urgente e inaplazable del servicio solicitado deberá además ser certificado médicamente. 

2. En los casos relativos al servicio militar, deberá buscarse en todo momento la seguridad de la Nación y la autosuficiencia profesional y administrativa de la Fuerza Pública. Las obligaciones alternativas serán determinadas de conformidad con estas necesidades. 

3. En los casos relativos a la objeción de conciencia de los servidores públicos, en razón de su fuero y de las responsabilidades que le conciernen, éstos deberán indicar en su escrito el trámite que deba surtirse para que el deber jurídico objetado sea asignado a otro servidor público. 

Artículo 7º. El escrito de objeción de conciencia se presentará ante el superior jerárquico ante la autoridad que estableció la respectiva obligación o ante quien tenga el deber de hacerla cumplir y deberá satisfacer los siguientes requisitos: 

1. Designación de la Autoridad a la que se dirige;

2. Nombres y apellidos completos del objetor, con indicación del documento de identidad;

3. El deber jurídico que se objeta;

4. Señalar a cuál de las convicciones determinadas en el artículo 3º de la presente Ley se opone seriamente el imperativo jurídico objetado; 

5. La relación de documentos que se acompañan, si fuere el caso; y, 

6. La firma del objetor. 

Parágrafo: Para efectos del presente artículo se entenderá que el requisito establecido en el numeral 4º no  equivale a una exigencia para el objetor de justificar el ejercicio de su derecho, ni una obligación de revelar, o explicar sus convicciones y creencias. .     

Artículo 8º. Las autoridades señaladas en el artículo anterior y, en su caso, los jueces, al examinar los conflictos suscitados en ejercicio del derecho de objeción de conciencia, además de tener en cuenta las leyes o los reglamentos específicos que pudieran existir, deberán: 

1) Examinar si la objeción de conciencia corresponde a los imperativos señalados en el artículo tercero de esta Ley, sin emitir juicios sobre la pertinencia o procedencia de las convicciones o creencias del objetor; 

2) Establecer si, de conformidad con los artículos 4° y 6º de esta Ley, como consecuencia del ejercicio del derecho de objeción de conciencia resultan afectados los derechos fundamentales de terceros o un interés jurídico superior y, en caso afirmativo, determinar si pueden utilizarse medios alternativos para el cumplimiento del deber jurídico en cuestión que permitan el máximo respeto posible de la conciencia del objetor; 

3) Ordenar, cuando corresponda, el cumplimiento de obligaciones alternativas que no podrán ser iguales ni más gravosas que el imperativo jurídico objetado y  que además no podrán resultar de ningún modo sancionatorias ni discriminatorias; 

4) Asegurar la protección de los menores de edad cuando de algún modo se vean afectados por la objeción de conciencia;  

5) Garantizar que en caso de dudas sobre el ejercicio de la objeción de conciencia, las disposiciones anteriores sean interpretadas del modo menos restrictivo para la libertad de conciencia del objetor.

6) Verificar que el escrito de objeción de conciencia no sea un formato preestablecido.

Parágrafo: La presentación del escrito de objeción de conciencia no requiere ni excluye la representación legal.

Artículo 9. Sin perjuicio de otros supuestos que pudieran presentarse, podrá ejercerse la objeción de conciencia frente a las siguientes circunstancias: 

1. Con respecto a la prestación del servicio militar obligatorio;

2. Con respecto a las obligaciones que puedan imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica o de profesiones relativas a la salud;

3. Con respecto al cumplimiento de obligaciones civiles y laborales;

4. Con respecto a las actividades de investigación científica, la realización de experimentos y otras prácticas;

5. Con respecto a la prestación de servicios farmacéuticos, 

6. En el ámbito educativo, con respecto a las actividades o programas de enseñanza;
7. En el ámbito del ejercicio de las funciones públicas.
Sin perjuicio de lo anterior el Estado garantizará en estos y otros supuestos el cumplimiento efectivo de los servicios y las funciones públicas.

Artículo 10°. En el caso de los menores de edad, los criterios u opiniones de ellos deberán ser respetados y tenidos en cuenta por parte de sus padres, tutores y/o representantes legales, toda vez que el cumplimiento del imperativo jurídico les afecte directamente. 

No existiendo ningún tipo de incompatibilidad o conflicto entre los menores de edad y sus padres, tutores y/o representantes legales, la objeción de conciencia podrá ser planteada por estos últimos.

Artículo 11º. En ejercicio del derecho de objeción de conciencia y de otros derechos fundamentales, se reconoce la libertad de las personas naturales para conformar y crear personas jurídicas de carácter privado y que no se les obligue a actuar en contra  del ideario institucional que para ello establezcan.  

Las personas jurídicas de derecho privado expresarán inequívocamente en sus estatutos y darán a conocer efectiva y oportunamente a la comunidad los valores y  las convicciones que orientan sus actuaciones y objetivos.

La objeción de conciencia deberá ser invocada por el representante legal, quien acompañará a su petición copia auténtica de los estatutos, en los que consten los principios religiosos, éticos o morales en los que se inspira la persona jurídica. 

Ninguna persona podrá realizar afirmaciones denigrantes o que vulneren los derechos fundamentales de quienes no compartan el ideario de la persona jurídica o natural que ejerza su derecho de objetar en conciencia. 

Artículo 12°. Las personas jurídicas de las que trata el artículo 11° pueden requerir a sus miembros o dependientes que ajusten su conducta a los principios reconocidos en sus estatutos. 

Artículo 13°. El Estado colombiano podrá celebrar Tratados Internacionales o Convenios de Derecho Público Interno con las iglesias, confesiones y denominaciones religiosas reconocidas o registradas ante el Ministerio del Interior y de Justicia, para regular la posibilidad y las modalidades del ejercicio de la objeción de conciencia de la respectiva iglesia o confesión religiosa.

Artículo 14°. Sin perjuicio de la competencia del Legislador, el Gobierno Nacional presentará al Congreso de la República, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente Ley, un proyecto de ley que contenga las prestaciones alternativas a que haya lugar por el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia en las situaciones en que esto se considere necesario, de acuerdo con la recopilación casuística y estadística que se sistematice durante los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley.

La clasificación de estas obligaciones alternativas será diseñada por los Ministerios de Justicia, de Defensa, de la Protección Social y por los demás organismos del Gobierno Nacional que guarden relación con sus competencias constitucionales y legales.  

Artículo 15º. Es deber del Gobierno Nacional y de los gobiernos departamentales, municipales y distritales dar a conocer esta Ley por cualquier medio que se considere efectivo y expedito para su debida comprensión.  
Artículo 16º: Esta Ley regirá a partir de su promulgación, deroga toda norma que le resulte contraria y será publicada en la Gaceta del Congreso de la República y el Diario Oficial. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.
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PROPOSICIÓN

Con las modificaciones propuestas, solicitamos a la Comisión Primera de la Cámara de Representantes asignar fecha y dar primer debate al Proyecto de Ley Estatutaria No. 022 de 2011 Cámara, “Por la cual se regula el ejercicio de los derechos fundamentales de Libertad de Conciencia y de Objeción de Conciencia”.
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